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SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Comparece ante este foro, la Junta de Directores del 

Condominio Alondra, representada por su Presidente, Faustino 

Meléndez Cruz (parte recurrente o la Junta).  Nos solicita que 

revisemos la Resolución emitida por el Departamento de Asuntos 

del Consumidor (DACo), dictada el 20 de abril de 2016 y notificada 

en la misma fecha.   Mediante la referida determinación, el DACo 

ordenó el cierre y archivo de la Querella presentada por la parte 

recurrente por vicios de construcción, debido a su 

incomparecencia a la vista administrativa.   

I. 

Conforme surge del expediente ante nos, el 30 de mayo de 

2013 la Junta presentó una Querella ante el DACo, por vicios de 

construcción contra PFI Development, Inc. y Best Work 

Construction, S.E. (parte recurrida).  A dicha Querella se le asignó 
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el número SJ00110493.  El 6 de agosto de 2015, el DACo emitió 

una cita de Inspección a llevarse a cabo el 26 de agosto de 2015, a 

las 9:00 am, en el Condominio Alondra, en San Lorenzo.  El 3 de 

septiembre de 2015, el DACo notificó a las partes el Informe de 

Inspección.   Fueron pautadas dos vistas en las siguientes fechas:  

8 de diciembre de 2015 y 17 de febrero de 2016.  La primera vista 

fue suspendida a solicitud de la parte recurrida, Best Work 

Construction, S.E. y la segunda fue dejada sin efecto por DACo.  

La vista administrativa fue señalada para el 20 de abril de 2016, a 

las 8:30 am.  En esa misma fecha, a las 8:59 am, la parte 

recurrente presentó una Moción Asumiendo Representación Legal y 

Solicitando Turno Posterior, que fue suscrita por el Lcdo. Gilbert J. 

López Delgado, quien estaría asumiendo la representación legal de 

la Junta en unión a la Lcda. Linda S. Rodríguez Gardeslen.  Surge 

de dicha moción que el licenciado López Delgado estaría 

sustituyendo a la licenciada Rodríguez en la vista señalada para el 

20 de abril de 2016, por razón de compromisos previos de ésta 

última.  No obstante, solicitó se le otorgara un turno posterior para 

las 11:00 am, ya que tenía un señalamiento previo en el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de San Juan, a las 9:00 am. 

Así, el 20 de abril de 2016, el DACo emitió la Resolución aquí 

recurrida en la que hizo constar lo siguiente: 

La vista administrativa de la presente querella se 

señaló para celebrarse el día 20 de ABRIL de 2016, a 
las 8:30 de la mañana. 
  La parte querellante, JUNTA DE DIRECTORES 
DEL CONDOMINIO ALONDRA, ni su representante 
legal, LCDA. LINDA RODRÍGUEZ GARDESLEN, 
compareció ni excusó su comparecencia a pesar de 

haber sido debidamente citadas.  Por la parte 
querellada Best Work Construction, SE compareció su 

representante legal, Lcdo. William Yamil Maisonet 
Piñero.   
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El Tribunal Supremo Federal resolvió en el caso, 

Director, Office Workers Compensation Programs v. 
Greenwich Collieries, 512 U.S. 267 (1994) que en los 

procedimientos administrativos ante la agencia, el peso 
de la prueba corresponde a la parte que solicita el 
remedio administrativo.  Este precepto administrativo 
es vital en todo procedimiento adjudicativo y encuentra 
su fundamento en el principio constitucional del debido 
proceso de ley.  Esta norma es obligatoria en nuestra 

jurisdicción. 
 
La incomparecencia de la parte querellante a la 

vista administrativa nos impide dilucidar la 
reclamación de la presente querella, ya que tiene el 

peso de la prueba.  Por lo cual procede ordenar su 

cierre y archivo. 
 
Por todo lo antes expuesto, este Departamento, 

en virtud de las facultades conferidas por la Ley Núm. 
5 de 23 de abril de 1973, según enmendada, emite la 
siguiente: 

 
ORDEN: 

 
Se ordena el CIERRE y ARCHIVO de la querella 

de epígrafe por incomparecencia de la parte querellante 
a la vista administrativa. 

 
[…] 

 
 Inconforme con la determinación del DACo, la Junta 

presentó una Moción de Reconsideración y Solicitud de Reapertura 

el 10 de mayo de 2016, a las 10:25 am.  En dicha Moción la 

licenciada Rodríguez Gardeslen certificó haber enviado copia de la 

misma al Lcdo. William Y. Maisonet Piñero y a PFI Development, 

Inc. vía correo regular y al Lcdo. Gilbert López Delgado vía correo 

regular y correo electrónico.  El DACo no tomó alguna acción en 

relación a la solicitud de reconsideración presentada, por lo que se 

entiende que fue rechazada de plano. 

 Así las cosas, la parte recurrente acudió ante nos el 24 de 

junio de 2016, mediante el recurso de revisión judicial de título en 

el que expone que: 
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Erró el DACo al archivar la querella de epígrafe y al no 

atender la solicitud de reconsideración presentada para 
que se reabriera la Querella. 
 

El 30 de junio de 2016 concedimos a la parte recurrida 

hasta el 20 de junio de 2016 para presentar su Alegato.   La 

recurrida Best Work Construction, S.E. compareció el 19 de julio 

de 2016 mediante una Moción de Desestimación por Falta de 

Jurisdicción de este Honorable Tribunal de Apelaciones.    

Emitimos Resolución el 11 de agosto de 2016 en la que otorgamos 

el término de cinco días a la parte recurrente para exponer su 

posición en torno a la solicitud de desestimación instada por la 

parte recurrida.  La parte recurrente presentó una Moción en 

Cumplimiento de Orden el 22 de agosto de 2016. 

Luego de haber analizado y estudiado los escritos de las 

partes, así como sus respectivos anejos, estamos en posición de 

resolver. 

II. 

A. 

Nos corresponde primeramente analizar en todo caso si 

poseemos jurisdicción para atenderlo, puesto que los tribunales 

estamos llamados a ser fieles guardianes de nuestra jurisdicción, 

incluso cuando ninguna de las partes invoque tal defecto.  S.L.G. 

Szendrey Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 882 (2007).  Por 

tanto, antes de entrar a los méritos de un asunto, debemos 

asegurarnos que poseemos jurisdicción para actuar, ya que los 

asuntos jurisdiccionales son materia privilegiada y deben ser 

resueltos con preferencia. García v. Hormigonera Mayagüezana, 

172 DPR 1, 7 (2007).   La falta de jurisdicción de un tribunal no es 

susceptible de ser subsanada, por lo que el tribunal carece de 
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discreción para asumir jurisdicción donde no la hay.  S.L.G. 

Szendrey Ramos v. F. Castillo, supra, a la pág. 883; Souffront v. 

A.A.A., 164 DPR 663 (2005).  Una de las instancias en que un 

tribunal carece de jurisdicción es cuando se presenta un recurso 

tardío o prematuro, pues este “adolece del grave e insubsanable 

defecto de privar de jurisdicción al tribunal al cual se recurre… 

puesto que su presentación carece de eficacia y no produce ningún 

efecto jurídico…”. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 

98 (2008).     

Es norma reiterada que en los casos en que los tribunales 

carecen de jurisdicción o de autoridad para entender en los 

méritos de las controversias planteadas, deberán así declararlo y 

proceder a desestimar el recurso. González v. Mayagüez Resort & 

Casino, 176 DPR 848, 855 (2009).  Ello se debe a que la falta de 

jurisdicción tiene las siguientes consecuencias: “(1) no es 

susceptible de ser subsanada; (2) las partes no pueden 

voluntariamente conferírsela a un tribunal como tampoco puede 

éste atribuírsela; (3) conlleva la nulidad de los dictámenes 

emitidos; (4) impone a los tribunales el ineludible deber de 

auscultar su propia jurisdicción; (5) impone a los tribunales 

apelativos el deber de examinar la jurisdicción del foro de donde 

procede el recurso, y (6) puede presentarse en cualquier etapa del 

procedimiento, a instancia de las partes o por el tribunal motu 

proprio”. Solá Gutiérrez et al. v. Bengoa Becerra, 182 DPR 675, 682 

(2011), citando a González v. Mayagüez Resort & Casino, 176 DPR 

848, 885 (2009). 

Por tanto, si un tribunal, luego de realizado el análisis, 

entiende que no tiene jurisdicción sobre un recurso, sólo tiene 
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autoridad para así declararlo. De hacer dicha determinación de 

carencia de jurisdicción, el tribunal debe desestimar la 

reclamación ante sí sin entrar en sus méritos.  Lo anterior, basado 

en la premisa de que si un tribunal dicta sentencia sin tener 

jurisdicción, su decreto será jurídicamente inexistente o ultravires. 

Cordero et al. v. ARPE et al., 187 DPR 445,447 (2012).  

El foro apelativo tiene el deber de examinar la jurisdicción 

antes de entrar en los méritos del caso.  Pueblo v. Miranda Colón, 

115 DPR 511, 513 (1984).  A esos efectos, el Art. 4.004 de la Ley 

Núm. 201-2003, conocida como la Ley de la Judicatura del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico de 2003 (Ley de la Judicatura), 4 

LPRA sec. 24w, establece que el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

aprobará las reglas internas de los procedimientos del Tribunal de 

Apelaciones. El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha resuelto que 

las normas sobre el perfeccionamiento de los recursos apelativos 

deben observarse de forma rigurosa.  Soto Pino v. Uno Radio Group, 

189 DPR 84, 90 (2013).   

El propósito de las disposiciones reglamentarias es facilitar el 

proceso de revisión apelativa y colocar al tribunal en posición de 

decidir correctamente los casos.  Soto Pino v. Uno Radio Group, 

supra.  La Regla 57 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII-B, establece un término jurisdiccional de 30 días 

para presentar el escrito inicial de revisión judicial ante la 

Secretaría del Tribunal de Apelaciones.  El término para acudir al 

Tribunal de Apelaciones comienza a transcurrir con el archivo en 

autos de copia de la notificación de la resolución final de la 

agencia administrativa.  Regla 57 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra.   
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 Como corolario de lo anterior, el Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones dispone en la Regla 83, supra, que:    

(B) Una parte podrá solicitar en cualquier momento la 
desestimación de un recurso por los motivos siguientes: 
    
 (1) que el Tribunal de Apelaciones carece de 
jurisdicción;   

 
[…] 
 
(C) El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa propia, 
podrá desestimar un recurso de apelación o denegar un 

auto discrecional por cualesquiera de los motivos 

consignados en el inciso (B) precedente.   
 

B. 

El debido proceso de ley se refiere al "derecho de toda 

persona a tener un proceso justo y con todas las garantías que 

ofrece la ley, tanto en el ámbito judicial como en el administrativo".  

Aut. Puertos v. HEO, 186 DPR 417 (2012); Marrero Caratini v. 

Rodríguez Rodríguez, 138 DPR 215, 220 (1995).  Por consiguiente, 

para satisfacer las exigencias del debido proceso de ley en su 

vertiente procesal, se deben cumplir los siguientes requisitos: (1) 

notificación adecuada del proceso; (2)  ante un juez imparcial; (3) 

oportunidad de ser oído; (4) derecho a contrainterrogar testigos y 

examinar evidencia presentada en su contra; (5) tener asistencia 

de abogado, y (6) que la decisión se base en el récord.  Hernández 

González v. Srio de Transportación y Obras Públicas, 164 DPR 390, 

395-396 (2005); Domínguez Castro et al. v. E.L.A. I, 178 DPR 1, 47 

(2010).    

Cónsono a estas exigencias, la Sec. 3.1 de la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme, Ley 170-1988, 3 LPRA 

sec. 2101 et seq., (LPAU) dispone el mecanismo que deben seguir 

las agencias en los procedimientos de adjudicación, a saber:  (1) el 

derecho a una notificación oportuna de los cargos o querellas o 
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reclamos en contra de una parte; (2) el derecho a presentar 

prueba; (3) el derecho a una adjudicación imparcial, y (4) el 

derecho a que la decisión sea una basada en el expediente. 3 LPRA 

sec. 2151.   

La LPAU requiere la notificación a las partes de todos los 

procedimientos, incluyendo la vista, así como las órdenes y 

resoluciones finales.  La agencia deberá notificar por correo a las 

partes y a sus abogados de tenerlos, la orden o resolución a la 

brevedad posible y deberá archivar en autos copia de la orden o 

resolución final y de la constancia de la notificación.  Una parte no 

podrá ser requerida a cumplir con la orden final a menos que 

dicha parte haya sido notificada de las misma.  Sec. 3.14, 3 LPRA 

sec. 2164.   

En cuanto a la Reconsideración de una determinación 

administrativa, la Sección 3.15 de LPAU permite a “[l]a parte 

adversamente afectada por una resolución u orden parcial o final 

podrá, dentro del término de veinte (20) días desde la fecha de 

archivo en autos de la notificación de la resolución u orden, 

presentar una moción de reconsideración de la resolución u 

orden.[…].” 3 LPRA sec. 2165.    

Nuestro más Alto Foro ha incorporado al ámbito 

administrativo de la Sección 3.15 de LPAU, las normas aplicables 

a la Reconsideración de los litigios civiles por ser compatible con 

su filosofía y propósitos.  Febles v. Romar, 159 DPR 714 (2003); 

Ortiz v. Adm. Sist. de Retiro Emp. Gob., 147 DPR 816 (1999).  Así 

pues, reiteradamente se ha expresado que la moción de 

reconsideración, “tiene como propósito y objetivo principal el darle 

la oportunidad al tribunal que dictó la sentencia cuya 
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reconsideración se solicita, para que pueda enmendar o corregir 

los errores en que hubiese incurrido al dictarla.”  Rivera v. Algarín, 

159 DPR 482, 489 (2003); Castro Martínez v. Sergio Estrada Auto 

Sales, Inc., 149 DPR 213 (1999); Lagares Pérez v. E.L.A., 144 DPR 

601 (1997).  De la misma forma, “[l]a moción de reconsideración 

funge como mecanismo para que el tribunal sentenciador pueda 

modificar su fallo siempre y cuando tenga jurisdicción para ello.   

Febles v. Romar; Lagares Pérez v. E.L.A., supra.  Sobre la 

notificación de la moción de reconsideración, nuestro Tribunal  

Supremo ha expresado que:  

En cuanto a la notificación de la moción de 
reconsideración, determinamos en Lagares v. E.L.A., 
supra, págs. 618-619, que aunque la notificación 
dentro del término fijado para presentar la moción no 
es de carácter jurisdiccional, sí es de cumplimiento 

estricto.  La notificación le brinda la oportunidad a las 
otras partes del caso a expresarse, si así lo desean, y 

les alerta sobre la posibilidad de que el término 
jurisdiccional para presentar el recurso de revisión sea 
interrumpido. […]  Febles v. Romar, supra. 

  
Nuestro Máximo Foro extendió la aplicación de dicha norma 

a la reconsideración administrativa de la Sec. 3.15 de la LPAU, 

supra.  A esos efectos expresó que “en cuanto a que el término 

para notificar una moción de reconsideración a las demás partes 

es uno de cumplimiento estricto y que ésta debe notificarse dentro 

del término que establece la Sec. 3.15 de la LPAU, supra, para 

presentar la reconsideración, es compatible con el procedimiento 

administrativo.”  Así  “el promovente de una moción de 

reconsideración debe notificar a la parte contraria dicha moción 

dentro del término dispuesto en ley y que ello constituye un 

requisito de cumplimiento estricto.”  Febles v. Romar, supra.  “[L]a 

falta de notificación de una moción de reconsideración, por sí sola, 

independientemente del hecho de que un foro actúe o no sobre 
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ésta, priva a las partes de expresarse, en caso de estimarlo 

conveniente.” Id.    

Nuestro ordenamiento jurídico reconoce que “[c]ontrario a un 

término de cumplimiento estricto, un término jurisdiccional es 

fatal, improrrogable e insubsanable, rasgos que explican por qué 

no puede acortarse, como tampoco es susceptible de extenderse”.  

Peerless Oil v. Hnos. Torres Pérez, 186 DPR 239, 252-253 (2012); 

Torres v. Toledo, 152 DPR 843, 851 (2000).  Es decir, no existe 

ningún remedio que pueda subsanar o evadir los efectos de un 

término jurisdiccional que ya ha vencido.    

Nuestro más Alto Foro ha enfatizado que las partes están 

obligadas a cumplir fielmente el trámite prescrito en las 

correspondientes leyes y reglamentos aplicables al proceso de 

perfeccionamiento de los recursos y no puede quedar a su arbitrio 

decidir qué disposiciones reglamentarias deben acatarse y cuándo.  

Soto Pino v. Uno Radio Group, 189 DPR 84 (2013); Hernández 

Maldonado v. Taco Maker, 181 DPR 281, 290 (2011); Arriaga v. 

F.S.E., 145 DPR 122, 129 (1998).   

A diferencia de un término jurisdiccional, un término de 

cumplimiento estricto se puede extender.  No obstante, esto se 

puede hacer solamente cuando la parte que lo solicita demuestra 

justa causa para la tardanza.  Id.  La acreditación de justa causa 

se hace con explicaciones concretas y particulares, debidamente 

evidenciadas en el escrito, que le permitan al tribunal concluir que 

hubo una excusa razonable para la tardanza o demora.  Las 

vaguedades y las excusas o planteamientos estereotipados no 

cumplen con el requisito de justa causa.  Soto Pino v. Uno Radio 

Group, supra; Febles v. Romar, supra; Rojas v. Axtmayer Ent., Inc., 
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150 DPR 560 (2000); Arriaga Rivera v. F.S.E., 145 DPR 122, 132 

(1998); Bco. Popular de P.R. v. Mun. de Aguadilla, 144 DPR 651, 

657 (1997).     

Particularmente, el tribunal debe sopesar si en efecto existe 

justa causa para la dilación y, además, requerir que la parte 

interesada acredite de manera adecuada la justa causa. Johnson & 

Johnson v. Mun. de San Juan, 172 DPR 840, 850 (2007).  Por 

consiguiente, para establecer justa causa, la parte deberá 

demostrar al tribunal:  (1) la existencia de justa causa para la 

dilación; y (2) las bases razonables que tiene para ella.  Peerless Oil 

& Chemical, Inc. v. Hnos. Torres Pérez, Inc., 186 DPR 239, 253 

(2012); Rojas v. Axtmayer Ent., Inc., supra, a la pág. 565.  En 

ausencia de alguna de estas dos (2) condiciones, los tribunales 

carecen de discreción para prorrogar términos de cumplimiento 

estricto.  Soto Pino v. Uno Radio Group, supra.   

III. 

El presente recurso de revisión judicial no requiere que 

revisemos la determinación administrativa en sus méritos, en vista 

de que carecemos de jurisdicción, al haber sido presentado 

tardíamente.  Veamos. 

En la Resolución aquí recurrida y emitida por el DACo el 20 

de abril de 2016, se incluyen las advertencias legales pertinentes a 

la solicitud de reconsideración y revisión judicial.  En lo que nos 

atañe, dicha determinación incluyó lo siguiente:   

Aquella parte afectada por la presente Resolución 
podrá solicitar al Departamento una Reconsideración 
de la misma, en el plazo de  veinte (20) días contados a 
partir de la fecha de archivo en autos de dicha 
resolución.  En la alternativa, la parte afectada podrá 

acudir directamente al Tribunal de Apelaciones en 
revisión judicial, dentro del término de treinta (30) días 
del archivo en autos de la resolución emitida.  Los 
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términos comprendidos en los presentes 

apercibimientos se computan a base de días naturales.   
 
Si la parte afectada opta por solicitar la reconsideración 

de la resolución emitida, dicha solicitud deberá ser por 
escrito, consignándose claramente la palabra 
reconsideración como título y en el sobre de envío.  
Copia de dicha solicitud deberá ser enviada a la otra 

parte.  Conforme al caso de Febles v. Romar Pool 

Construction, 2003 T.S.P.R. 113, el término para 

notificar una moción de reconsideración a las 

demás partes es uno de cumplimiento estricto 

dentro del procedimiento administrativo.  Si la 

parte recurrente no notifica a la otra parte y a sus 

abogados la moción de reconsideración se dará por 

no presentada y el DACO no podrá considerarla. 

 

[…] 
 

De lo anterior surge que el DACo consignó en su Resolución 

todas las advertencias legales de rigor requeridas por el debido 

proceso de ley.  Así, le apercibió a las partes sobre su derecho a 

solicitar la reconsideración y/o la revisión judicial de su 

determinación y los distintos términos para ello. Cabe destacar 

que, además, se les advirtió sobre el término para notificar su 

moción de reconsideración a las demás partes.   

La Junta optó por solicitar la reconsideración de la 

Resolución emitida, por lo que presentó su Moción de 

Reconsideración y Solicitud de Reapertura el 10 de mayo de 2016.  

Es decir, fue presentada el día de vencimiento del término de 

veinte (20) días que tenía para ello.  No obstante, dicha parte 

notificó la referida moción a la parte recurrida el 31 de mayo de 

2016, o a los 21 días luego de haber presentado la  solicitud de 

reconsideración ante el DACo.      

En vista de que el DACo no tomó alguna acción con relación 

a la moción de reconsideración, dentro de los quince (15) días de 

recibida, la parte recurrente comenzó a contar los treinta (30) días 

para solicitar la revisión judicial, a partir del 25 de mayo de 2016, 
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día en que vencía el referido término de quince (15) días que tenía 

el DACo para tomar alguna determinación sobre la moción 

presentada.   Así, presentó el recurso de revisión judicial de título, 

el 24 de junio de 2016; a los 65 días de haber sido notificada y 

archivada en autos la Resolución emitida por DACo.   

En su “Moción de Desestimación por Falta de 

Jurisdicción…”, la parte recurrida, Best Work Construction, S.E., 

plantea, en síntesis, que en el caso que nos ocupa procede la 

desestimación del recurso de revisión judicial presentado por la 

Junta debido a que la moción de reconsideración presentada ante 

el DACo le fue notificada tardíamente1 y sin justificación para la 

tardanza, en violación de los postulados contemplados en la LPAU, 

por lo que se debe entender como no presentada.  Alega, además, 

que en vista de lo anterior, no fue interrumpido el término para 

revisar la Resolución del DACo y al haber sido presentado el 

recurso a los 65 días luego de notificarse y archivarse en autos la 

referida Resolución, procede su desestimación. 

La parte recurrente expuso en su “Moción en Cumplimiento 

de Orden”, relacionada a la solicitud de desestimación, que 

“Aunque la moción de reconsideración no fue notificada de manera 

simultánea a su presentación ante el DACo, esto no priva a este 

Honorable Tribunal de jurisdicción sobre este recurso en vista de 

que se trata de un término de cumplimiento estricto que afecta el 

marco de acción de la agencia recurrida y no de este foro 

apelativo”.   Señaló, además, que el término de treinta (30) días 

para la presentación del recurso de revisión de epígrafe vencía el 

                                                 
1 Según surge del Anejo 2 de la “Moción de Desestimación…”, la Lcda. Rodríguez 
Gardeslen, representante legal de la Junta, envió un correo electrónico con el cual 

acompañó la moción de reconsideración, con fecha del 31 de mayo de 2016. 
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24 de junio de 2016, fecha en la cual se presentó y notificó el 

recurso. 

Luego de hacer una análisis del Derecho previamente 

esbozado y de los hechos particulares del caso ante nos, colegimos 

que ciertamente la notificación es parte del debido proceso de ley, 

y como tal tiene que ajustarse a las normas que le rigen.  Es decir, 

la parte que promueve una reconsideración debe notificar a la 

parte contraria dicha moción dentro del término dispuesto en ley.  

Ello constituye un requisito de cumplimiento estricto.  Reiteramos 

que la notificación le brinda la oportunidad a las otras partes del 

caso a expresarse, si así lo desean, y les alerta sobre la posibilidad 

de que el término jurisdiccional para presentar el recurso de 

revisión sea interrumpido. 

En vista de lo anterior, resulta forzoso concluir que la parte 

recurrente realizó la notificación de la moción de reconsideración 

presentada ante el DACo a la parte contraria fuera del término de 

cumplimiento estricto dispuesto para ello, lo que pudo impedir que 

dicha parte se expresara en torno a la reconsideración peticionada, 

antes de que venciera el término de quince (15) días que tenía el 

DACo para considerarla.  A su vez, la Junta no ha justificado 

debidamente dicho incumplimiento.  Ante la falta de justa causa 

para la demora en la notificación de la moción de reconsideración, 

ésta se da por no presentada.  En consecuencia, la solicitud de 

reconsideración presentada por la Junta no interrumpió el término 

para solicitar la revisión judicial, lo que significa que dicho término 

debía contarse entonces desde la fecha en que se archivó en autos 

la copia de la notificación de la Resolución del DACo.  Esto es, a 

partir del 20 de abril de 2016, por lo que el término jurisdiccional 
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para presentar el recurso de revisión judicial vencía el 20 de mayo 

de 2016.  No obstante, fue presentado el 24 de junio de 2016.  Ello 

incide en el ejercicio de nuestra jurisdicción debido a que la 

Resolución que se pretende recurrir advino final y firme.  Por lo 

tanto, estamos impedidos de atender el recurso de epígrafe por 

falta de jurisdicción y procede su desestimación.   

IV. 

Por los fundamentos expuestos previamente, desestimamos 

el recurso de revisión judicial de título, por falta de jurisdicción, al 

ser tardío. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la  Secretaria del 

Tribunal.   

 
 

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

 


